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“La educación tiene un efecto multiplicador. Es la puerta de entrada para todos los demás 
derechos humanos”  

Katarina Tomasevski  
Primera Relatora Especial del Derecho a la Educación de la ONU 
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INTRODUCCIÓN 
 
En América Latina todos los países consagran o expresan en sus constituciones 

políticas, leyes generales, particulares y normas reglamentarias el derecho a la 

educación, cuya premisa fundamental –acorde con diversos tratados 

internacionales y regionales de derechos humanos– es la igualdad jurídico-social 

de todas las personas a recibir educación sin discriminación por ningún motivo 

(raza, sexo, origen nacional, socioeconómico, cultural, geográfico, etcétera) o 

cualquier otra condición que pueda deteriorar u obstaculizar el pleno goce de ese 

derecho.  

 
Sin embargo, hasta ahora, ese y otros postulados del derecho a la educación han 

favorecido más a los sectores con un sustrato económico, social, cultural y 

lingüístico común (OEI, 2010:91). Esto ha tenido varias implicaciones, pero hay dos 

a destacar: una, ha condicionado fuertemente la capacidad de los sistemas 

educativos de responder a la diversidad de la población, en particular de los 

sectores vulnerables; otra, ha institucionalizado guetos educativos en dos grandes 

sentidos inadmisibles:  

 

Uno, el de los favorecidos cuyas características de mayor homogeneidad 

(socioeconómica, cultural y geográfica, entre otras cosas) les posibilita acceder, 
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permanecer y egresar de circuitos educativos de mejor calidad, con resultados si no 

homogéneos, pero con niveles óptimos en las competencias básicas o requeridas 

para incorporarse al mercado laboral, desarrollar su vida personal y ejercer sus 

derechos de ciudadanía. 

El otro, el de los excluidos y desfavorecidos cuya desventajosa situación 

socioeconómica, cultural y geográfica no sólo reduce sus oportunidades de acceder 

a la oferta educativa; sino también quienes ingresan lo hacen a escuelas de peor 

calidad (por ejemplo, con carencias de infraestructura escolar o docentes 

calificados), registrando las tasas de escolarización más bajas, los mayores niveles 

de repetición, las interrupciones más tempranas de las trayectorias educativas y los 

logros educativos más bajos (López, 2012).  

 
En consecuencia, no se puede tratar igual a los desiguales pues se estaría –de 

hecho ya se está– ante un derecho a la educación para unos y negado para otros. 

Esto supone, por tanto, la necesidad de que los Estados adopten acciones o 

políticas públicas heterogéneas, es decir, de afirmación positiva que hagan viable –

de manera inmediata o progresiva– el cumplimiento del postulado universal que 

toda persona tiene derecho a la educación, por el simple hecho de serlo.  

 
Sin soslayar que el derecho a la educación es un asunto multifactorial, pues no 

implica únicamente el acceso a la escuela, en la actualidad el problema toral es su 

acusado incumplimiento que, como se señaló, afecta particularmente a los 

colectivos situados en la franja de vulnerabilidad con consecuencias de mayor 

exclusión por ser entre quienes se reproduce generación tras generación el círculo 

vicioso de la pobreza y la marginación. 

 
Ese panorama tiende a ser más profundo en América Latina, toda vez que diversos 

organismos regionales e internacionales coinciden en ubicar a la región como la 

más desigual del mundo (CEPAL, 2010, UNESCO, 2010 y Banco Mundial, 2010) 

cuyas consecuencias se reproducen en la educación. Si bien algunos países 

latinoamericanos han avanzado, por ejemplo, en lograr la universalización de la 

educación primaria y otros la secundaria baja; persisten tasas desfavorables de 
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niñas, niños y jóvenes fuera de la escuela, de abandono escolar, repetición y bajos 

niveles de desempeño escolar, entre otros. Basten dos cifras: en la región 3 millones 

de niños y niñas están fuera de la escuela primaria y secundaria baja (estimándose 

que aumentará en 2015 por la desaceleración en el ritmo de progresión de la 

escolarización a largo tiempo) y  38 millones de personas son analfabetas 

(UNESCO, 2011).  

En ese escenario, en la agenda educativa mundial y latinoamericana la problemática 

de la inclusión/exclusión constituye un tema central permanente, donde la equidad 

está considerada la vía cardinal para disminuir las brechas de desigualdad 

socioeconómica y educativa existentes entre los distintos grupos sociales 

(UNESCO, 2010). El Banco Mundial (2010) sintetiza así el problema: “el terreno del 

juego está disparejo desde el principio, por tanto el problema no solo es de igualdad 

sino de equidad”.  

 
De hecho, el Informe de Seguimiento de Educación para Todos de 2010 (UNESCO, 

EPT 2010) cuyo título Llegar a los marginados evidencia las persistentes 

inequidades y desventajas educativas de los colectivos menos favorecidos, así 

como el Informe de Seguimiento de Educación para Todos de 2011 (UNESCO, EPT 

2011) donde se plantea la necesidad de reorientar las políticas públicas de 

financiamiento y de ayuda humanitaria, para una mayor efectividad en lograr 

cambios para los sectores excluidos de la educación. 

 
En la actualidad el derecho a la educación es una de las preocupaciones 

fundamentales en la comunidad internacional por ser “el epítome de la indivisibilidad 

y la interdependencia de todos los derechos humanos” cuya denegación es causa 

de las diversas exclusiones en una sociedad, pues la educación está considerada 

la <<madre de las brechas>> “por ser el eslabón de perpetuación de otras brechas, 

principalmente, en los ingresos, la calidad del trabajo y el acceso al bienestar, tanto 

en la trayectoria de la vida propia de las personas como en su reproducción 

generacional” (Machinea y Hopenhayn, 2005:18). 
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En ese contexto, en las últimas décadas la ONU y la UNESCO han desarrollado 

diversos esfuerzos a efecto de que los Estados cumplan con su obligación de 

satisfacer el derecho a la educación. De los esfuerzos emprendidos por ambos 

organismos se puede destacar la creación en 1998 de la Relatoría Especial del 

Derecho a la Educación y las posteriores acciones normativas en el derecho 

internacional para determinar de “qué manera los Estados cumplen sus 

obligaciones y sus funciones elaborando leyes nacionales o modernizándolas, 

cuando procede, y cómo sus compromisos políticos se convierten en políticas 

gubernamentales para una acción concreta” (UNESCO, 2002: párrafo 26), esto es, 

en políticas públicas. 

 
Es bien cierto que a las leyes educativas no se les puede pedir más allá de lo que 

ofrecen, pero si exigir a los gobiernos que cumplan a lo que se comprometen en 

ellas, como también que la realización del derecho a la educación tampoco se da 

en automático por el simple hecho de estar prescrito en una normativa jurídica, ni 

se puede soslayar las discrepancias y tensiones entre las leyes y la práctica, donde 

las políticas públicas no son la panacea per se para la solución de todos los 

problemas públicos, pero contribuyen a hacerlos más manejables despojándolos de 

sus aspectos más nocivos.  

 
Aún consciente de lo anterior, es necesario conocer los marcos legales que rigen a 

la educación en los países de América Latina, pues “al basar los derechos humanos 

en el imperio de la ley, se crea un marco para la rendición de cuentas y en el cual 

las responsabilidades individuales y colectivas de los gobiernos pueden definirse y 

llevarse a la práctica como corolario del derecho a la educación” (Tomasevski, 

2003:6). Asimismo sirve para que la ciudadanía puede hacer exigible el 

cumplimiento de ese derecho; [pues] “si no existen las oportunas leyes, es difícil 

supervisar y hacer cumplir las obligaciones de los Estados” (Matsuura, 2002). 

Igualmente, resulta importante examinar el contenido de las leyes en el marco del 

derecho internacional en materia educativa, cuyos tratados son instrumentos para 

que los países adecuen sus normas jurídicas a los consensos internacionales en el 

ámbito de los derechos humanos y verificar los avances que se van logrando.  
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Bajo esas premisas, esta tesis doctoral tiene como objetivo general de análisis el 

derecho a la educación en América Latina desde la perspectiva comparada, 

teniendo como eje analítico los postulados pro equidad social educativa en las leyes 

generales de educación y las acciones gubernamentales de política pública social 

educativa en los países de la región. La finalidad es establecer tres aspectos: uno, 

si los gobiernos han cumplido con incorporar en sus legislaciones educativas 

acciones encaminadas a tutelar el derecho a la y en la educación a los sectores 

vulnerables; dos, si los postulados legislativos se han traducido en políticas públicas 

enfocadas para ello; y tres, analizar las fortalezas y debilidades de las leyes 

educativas y las acciones de políticas públicas educativas como instrumentos para 

la realización del derecho a la educación de los grupos vulnerables.   

 
El objetivo general y las finalidades se enmarcan en la perspectiva que la  UNESCO 

ha establecido en el documento “Disposiciones constitucionales sobre el derecho a 

la educación y elaboración de legislación nacional o su modernización de 

conformidad con la obligación de los Estados y la responsabilidad de los gobiernos 

con arreglo al Marco de Acción de Dakar” (2002). Asimismo, en la postura del 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en el sentido que “la 

constitución y las leyes pueden consagrar normas perfectas que nunca se aplican 

en la práctica o se aplican sistemáticamente a favor o en contra de un solo grupo 

social. Por tanto, cabe preguntarse entonces si debe evaluarse una ley en su forma 

escrita o en su aplicación práctica” (PNUD, 2000:103). Este organismo concluye 

que una ley debe evaluarse en ambas formas, pues de poco o nada sirve tener 

leyes o normas jurídicas, si éstas se incumplen o no se concretizan los objetivos 

propuestos en ellas. 

  
Así, esta tesis doctoral comprende tres bloques de análisis comparado empírico:  

1) “El Imperio de la ley”, donde se hace el análisis comparativo de las 19 leyes 

generales de educación latinoamericanas en términos de equidad social educativa, 

igualdad de oportunidades y calidad-evaluación en relación con los colectivos de 

mayor vulnerabilidad y sus derechos educativos como son: jóvenes y adultos 
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analfabetas o sin instrucción básica completa, pueblos indígenas y comunidades 

étnicas, población rural y campesina, personas con discapacidad y mujeres (en el 

marco de la equidad de género). 

 
2) “El Reino de los PTC-e”, en el que se analizan 22 Programas de Transferencias 

Condicionadas implicados con la educación (en adelante PTC-e1) en 16 países de 

América Latina como uno de los instrumentos privilegiados de la política pública 

social no contributiva en la región, dirigidos a desarrollar o incrementar el capital 

humano de los sectores pobres y en extrema pobreza, donde la educación es un 

elemento sustantivo.   

3) Fortalezas y Debilidades del Imperio de la ley y del Reino de los PTC-e 

A efecto de cumplir con los objetivos propuestos en esta tesis doctoral, en los 

capítulos de la Fundamentación teórica se han analizado las principales 

perspectivas teóricas, conceptuales y metodológicas presentes en la agenda 

educativa global y en la literatura especializada, evidenciando la estrecha relación 

existente entre derecho a la educación, equidad social educativa y calidad con las 

políticas públicas, por ser pilares esenciales para el estudio de la inclusión/exclusión 

en la educación.  

Para conectar la ecuación derecho a la educación, equidad social educativa y 

calidad con las políticas públicas, tal como plantea Marchesi (2000) la respuesta 

más idónea para interpretar la complejidad de la realidad educativa es configurar  

modelos teóricos-metodológicos considerando los contextos endógenos y 

exógenos de los sistemas educativos. En esa dirección, en esta tesis se han 

diseñado Modelos teóricos-metodológicos propios como “hoja de ruta” y ejes 

estructuradores del estudio comparado tanto de las leyes generales educativas 

latinoamericanas como de los PTC-e. Los Modelos comprenden índices, variables, 

categorías, subcategorias e indicadores que posibilitan analizar y valorar el derecho 

a la y en la educación en términos de equidad social educativa y desde un enfoque 

                                            
1 La abreviatura PTC-e es propia, pero se hace para distinguir a los PTC implicados con la educación 
del resto de los mismos.  
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de políticas públicas en relación a los colectivos vulnerables. Los Modelos son 

complementados con una serie de matrices para la sistematización de la 

información y el análisis comparado.   

Asimismo, las premisas teóricas desde las que se interpreta la realidad educativa, 

que en esta tesis son las siguientes:  

La primera premisa, establece que el derecho a la educación “es mucho más que 

acceso de niños y niñas a la escuela” (Torres, 2006). Este planteamiento ha 

adquirido mayor significación, a partir de la normatividad establecida en el derecho 

internacional por la ONU respecto a la aplicación del derecho a la y en la educación, 

esto es, las obligaciones de los Estados Partes; la definición del contenido del 

derecho a la educación, sus alcances y los índices para su consecución progresiva 

o inmediata. Adicionalmente, esta normatividad ha sido sustancial para entender la 

doble dimensión del derecho a la educación, es decir, no solo como el ingreso a los 

servicios educativos, sino también los derechos implicados en la educación de 

acuerdo al esquema denominado las 4As del derecho a la educación de la primera 

relatora especial del Derecho a la Educación de la ONU, Katarina Tomasevski, que 

más adelante se detallan.      

Como se sabe, desde la incorporación del derecho a la educación en la Declaración 

Universal de los Derechos Humano en 1948, en el concierto internacional y regional 

ese derecho ha sido reconocido en múltiples tratados e instrumentos de derechos 

humanos y en los años posteriores se han creado otros específicos de dicho 

derecho. De ese corpus, el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales de 1966 (en adelante PIDESC) ha sido relevante no solo por 

destinar dos amplios artículos (13 y 14) sobre el derecho a la educación, sino 

también por ser el instrumento vinculante que ha avanzado más en especificar la 

definición de las obligaciones de los Estados y el contenido del derecho a la y en la 

educación, a través de la adopción de Observaciones Generales 13 las cuales se 

consideran como jurisprudencia y tienen carácter prescriptivo para los Estados 

(Kweitel y Ceriani, 2006:205).  
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En razón de lo anterior, esta tesis adopta como instrumentos centrales de análisis 

las dos tipologías establecidas por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (en adelante CDESC) de la ONU en las Observaciones Generales 13 

para la aplicación del PIDESC (1999) mayormente relacionadas con los grupos 

vulnerables:   

a) La obligación de los Estados Partes del PIDESC de cumplir, que a la vez  implica 

dos aspectos: facilitar (adoptar medidas positivas para que individuos y 

comunidades disfruten del derecho a la educación y les presten asistencia) y 

proveer (dar cumplimiento al derecho en concreto cuando un individuo o un grupo 

no puede, por razones ajenas a su voluntad, ejercer el derecho a la educación por 

sí mismo con los recursos a su disposición). 

b) El citado esquema de las 4As de la primera relatora especial del Derecho a la 

Educación de la ONU, Katarina Tomasevski, que son: asequibilidad o disponibilidad 

(existencia de instituciones, infraestructura, docentes, programas, bibliotecas y 

materiales, etcétera); accesibilidad (aspectos materiales, económicos y geográficos 

de la oferta educativa y la no-discriminación en sus servicios); la aceptabilidad 

(fondo y forma de la educación, pertinencia cultural y lingüística) y la adaptabilidad 

(flexibilidad y atención a los diversos contextos sociales y culturales).  

La segunda premisa asumida, es la perspectiva de la agenda educativa mundial 

donde equidad y calidad son cara de una misma moneda, esto es, elementos 

indisociables y además intrínsecos del derecho a la educación, pues “no se puede 

hablar de un sistema educativo de calidad, si éste no incluye programas de equidad 

con una atención diferenciada, que responda a la variedad de necesidades de los 

alumnos” (Fernández, 2000:193), toda vez que las evidencia empíricas han 

demostrado que los persistentes problemas de la calidad educativa afectan en 

mayor medida a los individuos o colectivos menos favorecidos, cuya situación de 

desigualdad en el proceso educativo se refleja particularmente en los resultados de 

aprendizaje. Es así que equidad y calidad educativa son imperativos que deben ser 

tomado en cuenta al hablar del derecho a la educación, al momento de hacerlo 

exigible y de los indicadores con los que se dé seguimiento a su cumplimiento.  
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En el terreno de la investigación educativa la equidad, calidad y los problemas de 

exclusión en la educación han sido estudiados por organismos internacionales e 

investigadores expertos en la materia. En la mayoría de los estudios, uno de los 

aspectos de común referencia se relaciona con las distintas nociones de lo que en 

la práctica suponen equidad y calidad educativas. Entre los trabajos más 

destacados donde esa problemática ha sido abordada, se pueden citar los 

siguientes: Educational Equity and Public Policy: Comparing Results from 16  

countries (UNESCO, 2007); Ten Steps to Equity in Education (OCDE, 2007), Equity 

in Education: Thematic Review (OCDE, 2006); y Equity in European Educational 

Systems. A Set of Indicators (European Group of Research on Equity of the 

Educational Systems, 2005, en adelante EGREES); así como los trabajos de Álvaro 

Marchesi (Un sistema de indicadores de desigualdad educativa, 2000) y Alejandro 

Tiana (Calidad, equidad e integración educativa, 2007). Estos estudios a su vez son 

los referentes en el diseño de los Modelos teóricos-metodológicos construidos en 

esta tesis.   

En el capitulo Equidad y Calidad Educativa se examina la polémica 

conceptualización de equidad en los anteriores estudios citados, entre cuyos 

razonamientos la categorización de equidad vertical de UNESCO (2007) tiene una 

mayor significación toda vez que reconoce que los estudiantes y también las 

regiones donde habitan tienen desigualdades desde el inicio, por lo que las 

características individuales o de grupo, requieren un tratamiento educativo 

diferenciado en función del género, raza/etnia, estatus social, el ingreso familiar y 

los niveles de pobreza, así como de la capacidad fiscal de las regiones o unidades 

administrativas de las escuelas, entre otras cosas.  

En cuanto a la calidad educativa, una de la definiciones más extendida es la de 

asegurar a todos los jóvenes la adquisición de los conocimientos, capacidades 

destrezas y actitudes necesarias para equiparlos en el desarrollo de la vida adulta 

OCDE (1995 y ss). Sin embargo, tal como se analiza en el apartado de Calidad 

educativa, lograr ese propósito en los estudiantes exige que la calidad sea vista 

desde una perspectiva multidimensional teniendo en cuenta las desigualdades y la 
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diversidad de la población escolar, las condiciones en que operan los planteles 

educativos (insumos, recursos humanos, financieros y materiales, entre otros) los 

procesos y las prácticas educativas, los logros a corto, mediano y largo plazo 

(UNESCO, 2005 ss). 

Respecto a las políticas públicas, son bien conocidas las tensiones entre las normas 

jurídicas y la práctica, pues aun cuando las leyes dictadas por el Poder Legislativo 

constituyen –o por lo menos así debería ser– un mensaje inteligible para los 

gobiernos, son éstos los que racionalizan u operacionalizan los mandatos legales; 

los cuales deben traducirse en políticas públicas –o cuando menos en elementos 

constitutivos de las mismas – cuyo “objetivo es la solución de un problema público 

reconocido como tal en la agenda gubernamental. En tal sentido, representan la 

respuesta del sistema político-administrativo a un estado de la realidad social, 

juzgado como políticamente inaceptable” (Knoepfel, Laurre y Varone, 2003). 

Al respecto, América Latina tiene una prolongada experiencia en la implementación 

de políticas públicas de protección social, por las recurrentes crisis económicas 

desatadas desde los 80s. Ahora bien, desde hace más de 15 años los Programas 

de Transferencia Condicionadas (PTC) constituyen uno de los instrumentos 

privilegiados de la política pública social no contributiva (CEPAL, 2011). Su objetivo 

es reducir la transmisión inter-generacional de la pobreza al interior de los hogares, 

con un mecanicismo consistente básicamente en la entrega de recursos monetarios 

y no monetarios directamente a las familias en extrema pobreza y pobres con hijos 

menores de edad a cambio del cumplimiento de condiciones asociadas al desarrollo 

del capital humano en el mediano y largo plazo. De los 33 PTC latinoamericanos, 

en 22 la condicionalidad principal está vinculada con la educación, al establecer la 

obligación de la familia beneficiada para que los hijos se matriculen y asistan 

regularmente a la escuela.   

Además de las anteriores razones, se han elegido los PTC-e latinoamericanos 

porque si bien igualmente han sido objeto de estudio, los  análisis se han centrado 

primordialmente en sus impactos en reducir la pobreza, siendo menos los estudios 
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sistémicos de sus impactos en la educación. De igual modo, los PTC-e hasta ahora 

tampoco han sido estudiados desde el enfoque del derecho a la educación.  

En el desarrollo metodológico de esta tesis doctoral se han adoptado los 

presupuestos lógicos y epistemológicos del método comparativo aplicados a la 

educación comparada y a las políticas públicas comparadas, por ser ambas 

interdisciplinarias para el análisis de complejidades sociales como es el derecho a 

la y en la educación en las dimensiones aquí propuestas y los programas de política 

pública social educativa. Es decir, en tanto que la metodología de la educación 

comparada y las políticas pública comparadas tiene como fundamento el método 

comparativo, siguiendo a Colino (2009) sus presupuestos permiten el análisis para 

la comprensión en profundidad de una realidad social compleja (el derecho a la 

educación en términos de equidad social educativa, así como los instrumentos 

legales y de política pública orientados en ese ámbito) en dos o más unidades 

macrosociales (las 19 leyes educativas y los PTC-e en los países latinoamericanos) 

que son comparables en subconjuntos o totalmente (contextos heterogéneos y 

homogéneos). Asimismo, tal como establece ese autor, dichas unidades a su vez 

son los contextos del análisis de semejanzas y diferencias, entre variables o 

relaciones. Además, éstas pueden ser observadas en diferentes niveles para llegar, 

bien a la comprobación de hipótesis y proposiciones causales explicativas de 

validez general, o bien a la interpretación de diferentes pautas causales particulares 

de cada caso.  

Estado actual de la educación comparada y el enfoque de políticas 
comparadas  

Ciertamente, el método comparado en la investigación en las diferentes ciencias y 

disciplinas sociales ha sido motivo de amplios razonamiento e igualmente debates 

encontrados respecto a su idoneidad principalmente frente a los métodos 

experimental, estadístico y estudios de casos (Lijphart, 1971; Sartori, 1994 y 2010; 

Schriewer y Kaelble, 2010:9). Sirva únicamente de referencia la crítica de Sartori 

(1994:35) a quienes sostienen que “todos somos inevitablemente comparatistas”, 

porque ha dado lugar al “florecimiento de una lujuriosa selva oscura de hipótesis y 
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generalizaciones que no son más que patentes necedades que no resistirían un 

momento si fueran expuestas al control comparativo”.  

 
En su caso, la educación comparada durante los casi dos siglos de su configuración 

como campo disciplinar, tampoco ha estado exenta –o más bien cargada– de 

divergencias teóricas y metodológicas (Bray, Admason y Mason, 2010:25) e incluso 

hasta hace pocos años se le situaba en un nivel de <<“crisis”>> tanto como 

disciplina y en su identidad respecto a su objeto de estudio e igualmente en sus 

aspectos teóricos y metodológicos (Schriewer, 2002 y Ferrer 2002). En los debates, 

también se ha llegado a plantear que “no hay un solo campo unificado de la 

educación comparada, sino más bien múltiples educaciones comparadas” (Bray, 

2010); ni tampoco existe uno sino varios métodos o adaptaciones y modificaciones 

de otros (Velloso y Pedró, 1991) o problemas metodológicos no resueltos en la 

educación comparada (Ferrer, 2002). 

 
Por similar situación ha atravesado el enfoque de las políticas públicas comparadas 

en su aceptación evolutiva como campo disciplinar y en su metodología, cuyos 

debates polémicos surgieron desde la introducción de la noción de “políticas 

públicas” en el lenguaje de las ciencias políticas y administrativas que data apenas 

de 1970, a partir del significado distinto que el concepto public policy tiene al ser 

traducido a otros idiomas, entre ellos el español.  

En  este caso, no hay diferencia al traducir politics y policy como “política”, los cuales 

tienen un significado bien diferente en el lenguaje anglosajón, donde el concepto 

contemporáneo de policy (políticas) en inglés es la acción (racional), decisión de 

gobierno, programa, resultado, propósito específico, etcétera; en tanto que politics 

(política) hace referencia a la lucha por el poder de los actores políticos y el conflicto 

de intereses, como pueden ser las elecciones o el trabajo parlamentario, entre otros 

aspectos (Knoepfel, et. al., 2003)2. 

                                            
2 Lasswell (1951b: 5), entre otros estudiosos del tema, hace esta distinción conceptual para despojar 
a las políticas públicas de las connotaciones indeseables de “la política” relacionada con partidismo 
o corrupción y Parsons (2009:50) de su acepción maquiavélica, aunque a la par este teórico asume 
que el “análisis de las políticas públicas en el siglo XX surgió por razones igualmente maquiavélicas: 
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De igual modo, en relación a su metodología al enfoque de las políticas comparadas 

se le atribuyen “atractivos y problemas” (Meny y Thoenig, 1992), los cuales también 

se pueden encontrar en la educación comparada. Entre otros “atractivos”, estos 

autores destacan: contribuye a corregir la visión incompleta o desviada por juicios 

implícitos de valor; centra más el análisis en los resultados (outputs) e impactos de 

las políticas públicas; posibilita explicar por qué políticas idénticas o similares tienen 

resultados diferentes o por qué políticas diferentes tienen resultados similares; 

consideran los contextos históricos, político-administrativos y culturales en los 

resultados de las políticas públicas; y permite la transportación de hipótesis y 

resultados obtenidos en otros campos o contextos.  

Entre los “problemas”, mencionan: ausencia de datos homogéneos (no permite una 

comparación sistemática); valor de los datos (manipulación o tergiversación, 

dependiendo de la fuente); agregación y desagregación (sólo datos “duros” pueden 

falsar la interpretación); número de variables (muchas variables imposibilita la 

interpretación de variaciones entre países y reducidas variables generan resultados 

poco convincentes); desviaciones culturales y políticas nacionales (por ejemplo, el 

número de años de ciclos escolares o su denominación varía entre países). 

No obstante, como bien señalan Meny y Thoenig (1992), la expansión del análisis 

comparativo es innegable y ha permitido el progreso tanto de los métodos como de 

los conocimientos; o bien, como admite Sartori (2010), “la comparación es el método 

de control en el cual estamos obligados a refugiarnos las más de las veces, pues 

permiten llegar hasta donde otros instrumentos de control no llegan”. 

Así, en la actualidad la educación comparada se ha consolidado como la disciplina 

más idónea para el análisis de los sistemas educacionales, los procesos educativos 

y la política educativa. Varios hechos así lo confirman, pero se pueden citar en 

primera instancia algunos aspectos sociales y culturales como los siguientes: la 

integración del World Council of Comparative Education Societies (WCCES)3, la 

                                            
el deseo de comprender lo que realmente sucede en el gobierno y hasta qué grado el desempeño 
gubernamental está a la altura de sus promesas” Parsons (ídem: 76).  
3 Al año 2010, el  WCCES contabiliza 33 sociedades de educación comparada.  
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existencia de sociedades de educación comparada en países tan disímbolos y 

distantes –hasta quizás en algunos casos con problemáticas educativas distintas– 

como Turquía, Japón, Australia, Nueva Zelanda con México o Argentina. Asimismo, 

los múltiples congresos y la producción editorial (revistas, libros, memorias, 

etcétera) de ese organismo mundial y de las sociedades mismas que lo integran o 

no. 

Por otra parte, en el ámbito de la educación comparada en los años recientes el 

derecho a la educación ha cobrado creciente interés y relevancia como objeto de 

estudio a través de investigaciones igualmente con distintos enfoques, 

metodologías y dominios de análisis. De hecho, al interior de la disciplina se puede 

identificar una comunidad discursiva en torno al derecho a la y en la educación como 

objeto de estudio y en algunos casos desde la perspectiva de equidad o las 

desigualdades en la educación. Esa comunidad discursiva se ha hecho presente de 

manera especial en congresos internacionales y regionales, como también a través 

de una producción editorial de libros, memorias, revistas, etcétera.  

De manera destacada, desde 1992, el WCCES ha impulsado en sus diferentes 

congresos estudios comparativos del derecho a la educación como en el de 

Estambul, Turquía realizado en 2010, donde se debatieron distintas problemáticas 

de ese derecho y cuyos trabajos fueron publicados bajo el título “Human Rights in 

the field of comparative education”. Con anterioridad, a manera de ejemplo, el 

congreso de la asociación  Francophone d´ Éducation Compareé en 2004 tuvo como 

tema “El derecho a la educación”; en tanto que cuatro congresos de la Sociedad 

Española de Educación Comparada se han ocupado del tema, con mayor amplitud 

en el de 2006 titulado “El derecho a la educación en un mundo globalizado”.  

Sin embargo, una revisión del estado del arte previa y durante la realización de esta 

tesis doctoral, evidenció la inexistencia de estudios sistémicos y multivariados del 

derecho a la y en educación en las 19 leyes educativas latinoamericana con una 

perspectiva analítica comparada en términos de equidad social educativa, igualdad 

de oportunidades, calidad y evaluación, así como análisis de los derechos 

educativos tutelados a los colectivos vulnerables (jóvenes y adultos analfabetas o 
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sin instrucción básica completa, pueblos indígenas y comunidades étnicas, 

población rural y campesina, personas con discapacidad y mujeres, en el marco de 

la equidad de género). Tampoco, se encontraron estudios del conjunto de ese 

corpus legislativo desde el enfoque de políticas públicas en el ejercicio del derecho 

a la y en la educación.  

Sin desconocer su valía y aportaciones, se ubicaron algunos estudios –se insiste al 

momento de realizar esta tesis– de las leyes educativas latinoamericanas, pero sin 

las características anteriormente señaladas. Sin ánimo de presentar aquí una 

revisión del estado del arte sobre la temática, sino con el propósito de dimensionar 

y distinguir los aportes de esta tesis en relación con otros investigaciones de su tipo, 

entre los pocos estudios “Las nuevas leyes de educación en América Latina: una 

lectura a la luz del panorama social de la región”, su autor Néstor López (2007) 

analiza 5 leyes educativas sancionadas o reformadas en la década pasada (Perú, 

El Salvador, Nicaragua, Guatemala y Argentina) y 2 iniciativas de ley que ese año 

estaban en debate legislativo (Bolivia y Chile).  

De manera colateral, que a la vez sirve también para dimensionar la importancia de 

analizar “El imperio de la ley”, se puede citar el documento de UNESCO 

Implementing the right to education (2010) donde se compilan algunas de las 

constituciones y leyes educativas mundiales que han incorporado las disposiciones 

de la Convención y la Recomendación contra la Discriminación en la Educación de 

1960, pero éste es el único instrumento considerado y cuya aplicación se hace 

únicamente a nivel de registro en las normativas jurídicas.   

En cierto modo en la línea de esta tesis, algunos estudios publicados en el libro 

“Infancia, derechos y educación en América Latina” (2010) se analiza el derecho a 

la educación en la región, pero enfocado a la infancia o los derechos educativos de 

los niños con base en los Códigos de la Niñez o la Infancia y la Adolescencia 

latinoamericanos en relación con la Convención sobre los Derechos del Niño. 

También, con el mismo objetivo y marcos referenciales, el estudio “Legislaciones 

nacionales y derechos sociales en América Latina. Análisis comparado hacia la 
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superación de la pobreza infantil” (2010) de Alejandro Morlachetti está enfocado a 

la niñez y la adolescencia.   

Progreso al estado del conocimiento  

Más allá de las razones expuestas con anterioridad, por su desarrollo teórico-

metodológico en la realización particularmente de los tres grandes ámbitos de 

estudio comparado empírico (El imperio de la ley, El reino de los PTC-e y Fortaleza 

y Debilidades de estos dos ámbitos objeto de análisis) la presente tesis doctoral 

contribuye en varias direcciones al estado del conocimiento del derecho a la y en la 

educación en términos de equidad social educativa en América Latina. Entre los 

aportes más significativos están los siguientes: 

1) En primer instancia, esta tesis constituye el estudio más sistemático, holístico y 

multivariado hasta ahora realizado en la literatura especializada, que permite tener 

un diagnóstico teórico-empírico comparado, evaluativo y actualizado de la situación 

en que se encuentra el derecho a la y en la educación en América Latina en los 

aspectos cardinales de mayor interés y preocupación de la agenda educativa 

mundial como es equidad social educativa, igualdad de oportunidades y calidad-

evaluación de la educación, así como las características de los derechos educativos 

tutelados a los colectivos vulnerables.  

2) El análisis del Imperio de la ley constituye un estudio teórico-legal empírico sobre 

las múltiples y diversas esferas de la relación Estado-sociedad-educación en cada 

país latinoamericano, a partir de sus concepciones de equidad social educativa, 

igualdad de oportunidades y calidad-evaluación de la educación, así como los 

derechos educativos tutelados por cada país a los colectivos vulnerables.   

3) Ese análisis, entre otras cuestiones, también permite tener una radiografía de las 

dimensiones y alcances de las obligaciones de los Estados y los compromisos 

asumidos por los gobiernos latinoamericanos de acuerdo con las directrices 

establecidas por la ONU; la manera como se están modificando y reformulando las 

leyes educativas y la políticas educativas en la región y las tendencias en las 

novedades de la política educativa que promueven el acceso universal en la 
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realización del derecho a la educación y en qué medida es exigible el derecho a la 

educación. 

4) A diferencia de otros estudios, sin demérito de los mismos, esta tesis trasciende 

el análisis comparado del contenido de las leyes educativas en el marco de los 

tratados internacionales de derechos humanos relativos al derecho a la y en la 

educación y los propios del mismo, al hacer una evaluación con un nivel bastante 

sólido de las Fortalezas y Debilidades del Imperio de la ley y el Reino de los PTC-e 

aplicando diversos indicadores estadísticos seleccionados y construidos con 

información de organismos internacionales y regionales.  

5) El análisis del Reino de los PTC-e en 16 países latinoamericanos es un 

diagnóstico específico, puntual y actualizado de esos programas, que muestra el 

grado de compromiso y capacidad de los gobiernos para traducir lo normativo a la 

realidad, y en gran medida su concepción de la pobreza y la vulnerabilidad de sus 

ciudadanos a nivel económico y conductual a partir de qué costos de oportunidad 

buscan subvencionar, a quiénes y a cuántos financiar.   

6) En términos metodológicos, esta tesis contribuye a la necesidad de contar con  

metodologías que permitan estudiar de manera racional y coherente las 

inequidades en la educación y que, a su vez, proporcionen respuestas para conocer 

las principales determinantes de la exclusión y las desigualdades, así como qué 

políticas públicas serían las pertinentes para una mayor equidad educativa. En este 

sentido, esta tesis aporta la construcción de Modelos teórico-metodológicos de corte 

empírico con un grado de desagregación multidimensional para el análisis de las 

leyes educativas de América Latina y de los PTC-e. En el caso de las leyes 

educativas son dos modelos: el Modelo de Implicaciones de las obligaciones 

estatales y las 4As de y en derecho a la educación y el Modelo Dimensional de 

Categorías Pro equidad. Este Modelo comprende 9 categorías y 54 subcategorías; 

y en el caso de los 22 PTC-e el Modelo Implicaciones de los PTC-e en relación con 

el derecho a la educación. 



18 
 

7) Finalmente, esta tesis se suma a los planteamientos teóricos y metodológicos 

que se están produciendo en la educación comparada, al comprender el estudio de 

otros dominios como es el derecho a la y en la educación. Al mismo tiempo, esto 

puede estimular de alguna manera el campo de la educación comparada en 

América Latina que ha tenido una evolución limitada en la investigación educativa  

de la región.  

La presente tesis consta de tres partes estructuradas por 9 capítulos, cada uno con 

diversos apartados. La Primera Parte comprende la Fundamentación teórica y 

metodológica (capítulos 1 a 6); la Segunda Parte comprende el análisis comparado 

empírico del Imperio de la ley y el Reino de los PTC-e (capítulos 7 y 8); y la Tercera 

Parte constituye las Conclusiones generales: Fortaleza y Debilidades del Imperio de 

la ley y el Reino de los PTC (capítulo 9). De manera sintética, a continuación se 

expone el contenido de cada uno de los capítulos:   

CAPÍTULOS DE LA TESIS DOCTORAL 

Capítulo I. Marco Teórico. Se establecen los aspectos a partir de los cuales se 

desarrolla la investigación como son: el planteamiento del problema, la justificación, 

la hipótesis, los objetivos (general y particulares) y las preguntas de investigación. 

El planteamiento del problema y la justificación dan cuenta de qué se pretender 

investigar y por qué la importancia de profundizar en el estudio del problema 

seleccionado. Estos dos aspectos junto con la hipótesis, los objetivos y las 

preguntas de investigación son el “motor” en el desarrollo de la investigación.  

Capítulo II.- El derecho a la educación. Se analizan sus antecedentes, su 

conceptualización, su internacionalización y evolución, así como una revisión crítica 

de los componentes y el contenido de los tratados de derechos humanos en lo 

relativo al derecho a y en la educación y los instrumentos propios de este derecho 

en el Sistema de Naciones Unidas y el Sistema Interamericano. También se 

analizan las implicaciones de la tipología de las obligaciones de los Estados 

(respetar, cumplir en sus dos vertientes de facilitar y proveer y proteger), así como 

la tipología del esquema de la 4As del derecho a la y en la educación (asequibilidad, 
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accesibilidad, ésta a la vez comprende la no discriminación, la accesibilidad 

económica y la accesibilidad material; aceptabilidad y adaptabilidad). Finalmente, 

se concluye con el análisis e implicaciones de los mecanismos para la exigibilidad 

del derecho a la educación, tanto en los instrumentos del Sistema de Naciones 

Unidas como en el Sistema Interamericano.  

Capítulo III.- Equidad y Calidad Educativa. Se examina el concepto general de 

equidad dilucidando el problema con frecuencia planteado en la literatura sobre el 

tema en el sentido de qué se debe entender por ese concepto, a la luz del carácter 

controversial que ha adquirido a nivel mundial. También se analiza la 

conceptualización y el contexto de equidad en América Latina. Se destina un 

apartado específico al análisis de la polémica equidad educativa, cuyo propósito no 

es ahondar en los debates teóricos y hasta ideológicos, sino establecer su 

categorización como una herramienta analítica central de esta tesis y su distinción 

particularmente de la igualdad de oportunidades, por la extensa tradición de 

considerarlas sinónimos. En este sentido, los referentes son los estudios de 

UNESCO (2007), OCDE (2006 y 2007), EGREES (2005), Marchesi (2000) y Tiana 

(2007), de los cuales también se analizan los modelos teóricos-metodológicos que 

han desarrollado para evaluar y medir la equidad educativa, que a su vez son  

referentes en la construcción de las categorías de los Modelos para el análisis 

empírico comparado del Imperio de la ley y la construcción de indicadores de 

equidad social educativa. Respecto a calidad educativa, se analiza igualmente el 

carácter controversial de lo que esa noción implica en la práctica, asumiendo el 

enfoque sobe calidad educativa de UNESCO (2005) entendida no solo como los 

resultados del desempeño de los escolares, sino también la evaluación de las 

características de los sistemas educativos (infraestructura, docentes, presupuesto, 

etcétera) y el contexto social de los alumnos (situación socioeconómica y cultural 

de ellos y sus familias, entre otras cuestiones). Este apartado de calidad educativa 

concluye con un análisis respecto a la dimensión de calidad como elemento 

intrínseco del derecho a la educación. 
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Capítulo IV.-  Las dimensiones del método comparativo. Se aborda de manera 

sintética la diferencia entre comparación en su sentido amplio o simple y su noción 

científico-social, pues es un aspecto de referencia frecuente entre diversos teóricos 

del método comparativo y la educación comparada. También, se aborda y discute 

la problematización del método comparativo como herramienta analítica desde las 

perspectivas teóricas y metodológicas, a partir de los pros y contras (atractivos y 

problemas) que se le atribuyen frente a otros métodos (experimental, estadístico y 

estudios de casos, principalmente). En este mismo capítulo, se destina un apartado 

denominado el Método comparativo aplicado a la educación comparada donde se 

examina la evolución, la situación actual y los distintos enfoques y metodologías de 

la investigación comparada en educación, principalmente a partir de las 

aportaciones de García Garrido (1996 y ss), Velloso y Pedró (1991) y Ferrer (2002), 

que tienen en común utilizar los denominados <<“cuatro pasos”>> de la educación 

comparada de Bereday: descripción, interpretación o explicación, yuxtaposición y 

comparación, los cuales también son estudiados en detalle para su utilización en el 

desarrollo del análisis comparado de las leyes educativas (El imperio de la ley).   

Capítulo V.- El enfoque de políticas públicas comparadas. Se aborda el origen 

y el ámbito de las políticas públicas, los ciclos y fases en su construcción, las 

corrientes y perspectivas teóricas y metodológicas para el análisis de las políticas 

públicas y en particular de sus programas. De manera puntual, se examina los pros 

y contras/ atractivos y problemas metodológicos atribuidos al enfoque de las 

políticas comparadas como campo disciplinar y los distintos enfoques teóricos 

desde los cuales se concibe el análisis de las políticas públicas, incluyendo la 

perspectiva teórica prevaleciente en los estudios de ese tipo en América Latina. Se 

considera especialmente el enfoque socioeconómico, el de las instituciones sociales 

y del Estado en el diseño de las políticas públicas. El conjunto de los aspectos 

teóricos-metodológicos examinados, sirven de soporte en la configuración de la 

metodología para el análisis de los PTC-e. 

Capítulo VI.- Metodología de investigación. Este capítulo comprende las diversas 

etapas procedimentales que junto con el Marco teórico (el planeamiento del 
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problema, la justificación, los objetivos, la hipótesis y las preguntas de investigación) 

constituyen la hoja de ruta y ejes estructuradores del estudio comparado de las 

leyes generales de educación latinoamericanas (El imperio de la ley) y de los 

programas (El reino de los PTC-e) en la región.  

En el apartado Fundamentación metodológica se explica y se justifica porque son 

objeto de estudio de esta tesis las 19 leyes educativas y los 22 Programas de 

Transferencias Condicionadas (PTC) implicados con la educación en América 

Latina, además de establecer la razones de elegir las leyes y no otros instrumentos 

o normativas jurídicas, como también las diferencias entre una ley y un programa, 

pues es frecuente que se les adjudique igual rango de obligatoriedad y alcances. 

En el apartado Marcos teóricos: enmarque de la investigación se establecen los 

enfoques teóricos en los que se enmarca esta tesis: a) la tipología de Dembour 

(2010) sobre las distintas escuelas o perspectivas para analizar los derechos 

humanos; b) el enfoque socioeconómico, el de las instituciones sociales y del 

Estado en las políticas públicas (Hall, 1986, Weaver y Rockman, editores, 1993, 

citados por Parsons); y c) los estudios y los modelos teórico-metodológicos de la 

política educativa sobre equidad de UNESCO (2007), OCDE (2006 y 2007), 

EGREES (2005), Marchesi (2000) y Tiana (2007) desde la perspectiva para el 

cambio y la mejora sostenible de las exclusiones. En el apartado Marco 
metodológico se explicitan las decisiones metodológicas adoptadas, es decir, el 

enfoque de la educación comparada y el de las políticas públicas comparadas; la 

delimitación metodológica de la investigación, que comprende la determinación y la 

construcción de los instrumentos de análisis, definición de conceptos, categoría y 

variables correspondientes para El imperio de la ley y El reino de los PTC-e. 

Asimismo, se explica el diseño de tres modelos propios para acometer esos dos 

bloques, que además incluyen matrices elaboradas para la recopilación y 

sistematización de la información cualitativa y cuantitativa.   

Para el análisis de las leyes educativas el Modelo de Implicaciones de las 

obligaciones estatales y las 4As de y en derecho a la educación y el Modelo 

Dimensional de Categorías Pro equidad han sido construidos con base en los 
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fundamentos teóricos metodológicos examinados en los capítulos 2, 3 y 4, 

considerando los criterios para la equidad de UNESCO, OCDE, EGREES, Marchesi 

y Tiana que comparten aspectos relevantes como la problemática de conceptualizar 

la equidad y la calidad educativa, los principios, grupos y acciones (políticas 

públicas) a considerar por las desigualdades y diferencias más importantes de las 

personas como son el origen socioeconómico, cultural, el sexo, la discapacidad, el 

hábitat (urbano-rural).  

Asimismo, ese corpus de estudios posibilita la selección y construcción de 

indicadores para el análisis de las Fortalezas y las Debilidades del Imperio de la ley 

y del Reino de los PTC-e, aunque esta tesis comprende un número mayor de 

indicadores en función de su objetivo general y sus objetivos particulares. El tercer 

modelo diseñado Implicaciones de los PTC-e en relación con el derecho a la 

educación involucra la obligación estatal de cumplir (en su vertientes facilitar y 

proveer), el índice de accesibilidad (en sus vertientes de no discriminación y 

accesibilidad económica) de las 4As y la dimensión de equidad social educativa e 

igualdad de oportunidades.   

Capítulo VII.- El Imperio de la ley: Análisis comparado de las leyes educativas 
de América Latina en términos de equidad social educativa y del derecho a la 
educación 

Este constituye el primer capítulo comparado empírico, donde se analizan las 19 

leyes educativas de los países latinoamericanos. En la Introducción se examina de 

manera sucinta el contexto en que surgen las leyes educativas en América Latina, 

cuyo mayor auge ocurre en la década de los noventa con la promulgación de nuevas 

normativas educativas en muchos países (López, 2007), en el marco de las 

reformas de descentralización educativa emprendidas en ese período en la región. 

Este extenso capítulo está integrado por 9 apartados, en cuyo desarrollo se aplican 

los dos modelos teóricos-metodológicos construidos y explicados en el capítulo VI. 

Metodología de investigación. 
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El primero es el Modelo de Implicaciones de las obligaciones estatales y las 4As de 

y en el derecho a la educación en su correlación con 9 categorías pro equidad 

educativa: equidad social educativa (enfoque de política educativa: equidad 

educativa, equidad vertical igualdad de oportunidades e inclusión); calidad, 

evaluación educativa (tanto en su dimensión de la política educativa como en su 

noción y configuración); y los derechos educativos de los colectivos situados en la 

franja de la vulnerabilidad socioeconómica, cultural y geográfica como son: jóvenes 

y adultos analfabetas o sin instrucción básica completa; pueblos indígenas y 

comunidades étnicas; personas con discapacidades (educación especial y/o 

inclusiva); campesinos o habitantes del medio rural; mujeres (equidad de género) y 

financiamiento.  

El segundo es el Modelo Dimensional de las Categorías Pro equidad para el análisis 

descriptivo, interpretativo y comparativo de los componentes, dimensiones y 

subdimensiones de dichas categorías pro equidad educativa. Así, este análisis 

constituye un primer diagnóstico teórico-empírico comparado, evaluativo y 

actualizado a nivel legislativo, de cuyo  contenido son destacables los siguientes 

aspectos: la situación en que se encuentra el derecho a la educación en las leyes 

educativas de América Latina;  las múltiples y diversas esferas de la relación 

Estado-sociedad-educación en cada país latinoamericano, a partir de sus 

concepciones y características de equidad social educativa, igualdad de 

oportunidades y calidad-evaluación de la educación, así como los derechos 

educativos tutelados por cada país a los colectivos vulnerables. Sin ser más 

importante que otra categoría, una parte sustantiva es el análisis de las dimensiones 

de la igualdad de oportunidades en los países latinoamericanos, esto es, la atención 

a la primera infancia, la educación preescolar y el carácter público, gratuito y 

obligatorio de la educación toda vez que constituyen el primer piso hacia la equidad 

educativa. Adicionalmente, en las matrices elaboradas para la recopilación y 

sistematización de la información de cada una de las categorías analizadas se 

ofrece una radiografía de las semejanzas y diferencias en las leyes educativas y el 

nivel de posicionamiento de los países en los temas cardinales de esta tesis.  
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Capítulo VIII.- El Reino de los Programas de Transferencias Condicionadas 
(PTC) implicados con la educación en América Latina: análisis comparado 
desde un enfoque de política pública y del derecho a la educación con 
equidad. Este segundo capítulo de análisis empírico comparado inicia con una 

breve Introducción para explicar el contexto en que surgen los PTC en América 

Latina, así como sus características generales como instrumentos privilegiados de 

la política social de combate a la pobreza en la región. Para el análisis, el insumo 

principal es la Base de programas de protección social no contributiva en América 

Latina y el Caribe de la CEPAL que además de ofrecer información descriptiva y 

estadística sirve de apoyo metodológico para el análisis en términos de política 

pública. En el apartado Los Programas de Transferencias Condicionadas 

implicados con la educación desde un enfoque de política pública, se analizan los 

22 programas de ese tipo cuya condición principal –en algunos es la única–  exige 

la matriculación y asistencia a la escuela de los hijos menores de 18 años. Los  22 

PTC-e vigentes a principios del año 2013 son los que operan en 16 de los 19 países 

latinoamericanos, pues Cuba y Venezuela no los han adoptado y Nicaragua canceló 

sus dos programas en 2006.  

El análisis se centra en el diseño de los PTC-e, esto es, las características de cada 

uno de los elementos que los integran: nombre, descripción u objetivo, población 

potencial, población objetivo, componentes, focalización, cobertura, presupuesto y 

fuente de financiamiento monto de las transferencias, condicionalidades, sanciones, 

marco institucional de los programas (sustento legal, organismo responsable y 

ejecutor). Este análisis permite tener un primer diagnóstico de los alcances y 

limitaciones de los PTC-e en la región. En el apartado Impacto de los PTC-e en la 

educación, con base en las evaluaciones y estadísticas de educación disponibles 

para los programas de ese tipo, se analizan los PTC-e de 7 países (Argentina, 

Bolivia, Brasil, Colombia, Honduras, México y Perú) en los indicadores de matrícula, 

asistencia, deserción, progresión y aprovechamiento escolar. En el apartado Los 

PTC-e desde el enfoque del derecho a la educación se analizan sus implicaciones 

en el ejercicio de ese derecho en relación a los colectivos desfavorecidos y su 
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correlación con las obligaciones estatales, el esquema de las 4As del derecho a la 

y en la educación y los postulados del Imperio de la ley.  

Capítulo IX. Fortalezas y Debilidades del Imperio de la ley y del Reino de los 
PTC-e. Este es el tercer capítulo de análisis empírico comparado, donde se hace la 

confrontación entre los postulados de las leyes educativas en las 9 categorías y 54 

subcategorías analizadas en el Imperio de la ley y los elementos igualmente 

analizados de los 22 Programas de Transferencias Condicionadas implicados con 

la educación en el Reino de los PTC-e. Con base en una serie de los principales 

indicadores educativos relacionados con ambos objetos de estudio, se logra tener 

un panorama puntual y sólido   

X.- CONCLUSIONES GENERALES. En este capítulo se presentan los hallazgos 

concluyentes, producto principalmente de los análisis empíricos del Imperio de la 

ley, el Reino de los PTC-e y de las Fortalezas y Debilidades de ambos objetos de 

estudio; así como de algunos planteamientos teóricos epistemológicos utilizados en 

la tesis. Las conclusiones generales tienen una perspectiva comparada, entre los 

tres ámbitos analíticos empíricos mencionados con anterioridad y la 

fundamentación teórica utilizada en esta tesis doctoral.  Lo anterior, también en 

función de los objetivos (general y particulares) y se comprueban las hipótesis 

planteadas, así como respuestas a las preguntas de la investigación. Igualmente se 

presentan las partes más originales de la tesis, aportaciones y las posibles líneas 

de investigación.    

CONCLUSIONES GENERALES 

Acorde con lo anterior, el análisis de las 19 leyes generales de educación de los 

países de América Latina permite en primera instancia concluir  que –ciertamente 

de manera heterogénea y peculiaridades, con más o menor detalle– la región se 

ubica a la vanguardia legislativa en materia del derecho a la y en la educación 
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18 gobiernos nacionales de la región registran un avance legislativo en haber 

reformado y/o modernizar sus respectivas normativas educativas en arreglo con las 

recomendaciones de la ONU y la UNESCO. En este aspecto, el avance es 

significativo: el 50% (9) de los gobiernos nacionales de la región (Brasil, Colombia, 

Costa Rica, El Salvador, Guatemala, México, Panamá, Paraguay y República 

Dominicana) si bien han conservado su leyes educativas promulgadas en los años 

noventas, las han venido reformando en años diferentes, como México cuya ley 

general de educación ha sido modificada a la fecha en 27 ocasiones desde su 

promulgación en 1993. En tanto, el otro 50% (9) de los gobiernos nacionales, 

igualmente en años diferentes, las abrogaron para decretar una nueva ley educativa 

(Argentina, Bolivia, Chile, Ecuador, Honduras, Nicaragua, Perú, Uruguay y 

Venezuela), siendo las más recientes las de Bolivia en 2010, Ecuador y Honduras 

en 2011. A la fecha, Cuba es el único país que ha conservado inalterable durante 

más de medio siglo su norma educativa de 1965. 

En esa oleada de reformas de las leyes educativas, no obstante las disparidades 

entre los gobiernos latinoamericanos en la incorporación de las obligaciones 

estatales del marco jurídico establecido por la ONU, UNESCO y los índices del 

esquema de las 4As, un grupo importante de leyes educativas (14) destaca por  

haber incorporado varios de los postulados relativos al derecho a la y en la 

educación comprendidos en los tratados internacionales e interamericanos de 

derechos humanos, así como recomendaciones de UNESCO, OEA, OEI y OCDE 

que han hecho hincapié en la necesidad de que los gobiernos adopten estrategias 

integrales de equidad social educativa a nivel de la organización y gestión de los 

sistemas escolares, las prácticas dentro y fuera de la escuela y los recursos, a fin 

de proteger los sectores desprotegidos y superar las desigualdades.  

Sin embargo, un aspecto de suyo importante y sumamente positivo, aunque con 

disparidades y matices, las 19 leyes educativas latinoamericanas comparten los 

principales imperativos de los tratados internacionales de derechos humanos de 

igualdad de oportunidades como es el carácter público, gratuito y obligatorio al 

menos de la educación primaria y secundaria.  



27 
 

Además, las normativas educativas de la región decretan horizontes más amplios 

en la tutela del derecho a la y en la educación como: a) universalizan la educación 

secundaria baja al disponer su obligatoriedad, con carácter pública y gratuita, con 

excepción de Nicaragua donde este nivel no es obligatorio, pero sí es público y 

gratuito; b) aunque pocas, 8 leyes decretan la educación media o bachillerato 

(denominada secundaria alta o superior en algunos países) obligatoria, pública y 

gratuita. Estos avances legislativos ubican a las leyes educativas de la región a la 

vanguardia, pues en los tratados de derecho humanos que comprenden el derecho 

a la y en la educación, esos dos niveles educativos tienen carácter progresivo de 

proporcionarlos a la población en función de las posibilidades económicas de los 

gobiernos.  

Pero, sin duda, de los avances legislativos más significativos en la región 

latinoamericana en ese mayor horizonte educativo, es que las leyes educativas 

latinoamericanas decretan dos aspectos ausentes en los tratados internacionales 

de derechos humanos como elementos del derecho a la y en la educación y que 

son cimientos centrales e indispensables para la equidad educativa y social. El 

primero, la Atención y Educación a la Primera Infancia (AEPI) regulada en 16 leyes 

con diversas dimensiones y aspectos dirigidos a ese sector de la población y aunque 

Cuba, Colombia y Costa Rica no la regulan en sus leyes educativas, forma parte de 

su respectivo sistema educativo o de su política social educativa.  

El otro, es la educación preescolar que norman 18 leyes latinoamericanas y la 

incluyen como elemento del derecho a la educación al regularla como pública, 

gratuita y la mayoría como obligatoria, con excepción de Brasil y Chile donde el 

preescolar no es obligatorio pero también forma parte de su respectivo sistema 

educativo con carácter público y gratuito. Cuba, si bien no lo regula en su ley 

educativa y tampoco es obligatorio, ese nivel es absolutamente público y gratuito. 

Cabe destacar que en las leyes educacionales latinoamericanas, la AEPI tiene 

distintos arreglos institucionales o legislativos, ciertamente con ciertas limitantes y 

diferentes dimensiones. Es decir, en algunos la AEPI es un nivel en el cual se incluye 
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al menos un año de preescolar, mientras que en otros este último nivel está 

separado de la atención a la primera con una identidad pedagógica propia.     

Si bien es cierto que los tratados internacionales e interamericanos que incluyen el 

derecho a la y en la educación son un referente y en ciertos casos vinculantes para 

los Estados Partes y además algunos de ellos son muy anteriores a las vigentes 

leyes latinoamericanas, éstas se ubican también a la vanguardia frente a dichos 

instrumentos al comprender diversos aspectos y temas actuales de la agenda 

educativa global como: una conceptualización o referencias explícitas o implícitas 

de la equidad educativa y social; inclusión; noción de calidad educativa y sus 

componentes, los procesos de evaluación y una mayor especificación de derechos 

educativos a los grupos vulnerables.  

Asimismo, aunque de manera diferenciada y dispar, además la mayoría de leyes 

educativas latinoamericanas incluyen otros imperativos de la educación contenidos 

en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en 

adelante PIDESC), como son: el derecho de los padres de familias a elegir el tipo 

de educación de sus hijos y participar en la comunidad educativa; la impartición de 

educación por particulares, autonomía universitaria, libertad de cátedra; fines y 

criterios orientadores educativos enfocados a la unidad nacional y la formación de 

valores universales, entre otras cuestiones. Cuba es la excepción, pero su sistema 

educativo es el más equitativo al ser totalmente público y gratuito sin generar 

desigualdades en el acceso, permanencia y egreso entre los escolares, aun cuando 

en los resultados de aprovechamiento registre grados distintos, pero sin ser críticos. 

Esto, más adelante se aborda en relación a ese país con el resto de los de países 

latinoamericanos. 

Ahora bien, como es lógico y no podría ser de otra manera por las diferencias 

económicas, sociales, culturales, políticas, geográficas y demográficas de los 

países de la región, la disparidad o heterogeneidad caracteriza a las leyes 

educativas latinoamericanas en relación a las 9 categorías analíticas señaladas con 

anterioridad. Así, las mejores posicionadas son las de Argentina, Ecuador y Perú al 

comprender las 9 categorías de análisis, aunque la de éste último con una débil 
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regulación de equidad de género; seguidas con 8 categorías las de Brasil (no 

comprende la equidad de género), Bolivia, México y Nicaragua (las tres no regulan 

la educación campesina y rural y la del último país tiene una débil regulación de 

equidad de género); Paraguay (no regula la educación de jóvenes y adultos y una 

endeble normatividad de equidad de género); y República Dominicana (no regula la 

educación de pueblos indígenas y comunidades étnicas ni la educación campesina 

y rural, aunque alude tangencialmente a la equidad de género). 

En una posición aceptable, con 7 categorías están las de Chile (sin regular la 

educación campesina y rural y la equidad de género); Colombia (carece de un 

enfoque de política educativa y no regula la equidad de género); Honduras (sin 

regular la educación campesina y rural, la equidad de género y una débil alusión a 

la educación de jóvenes y adultos); y Uruguay (con una escasa dimensión de 

equidad de género y la educación a pueblos indígenas y comunidades étnicas). 

En un nivel intermedio con 5 categorías están las leyes de Guatemala (carece de 

enfoque de política educativa, no regula la educación campesina y rural ni la 

equidad de género); Panamá (con un bajo enfoque de política educativa y tampoco 

regula la educación campesina y rural ni la equidad de género).  

En el extremo deficitario están las de Venezuela (con una leve alusión de calidad 

educativa, educación especial y/o inclusiva y equidad de género y no regula la 

educación de jóvenes y adultos); El Salvador (una débil alusión de su enfoque de 

política educativa, no regula la educación de pueblos indígenas y comunidades 

étnicas, educación campesina y rural y equidad de género); Costa Rica (únicamente 

enuncia la educación especial para personas con discapacidad y tangencialmente 

la educación de jóvenes y adultos) y Cuba que sólo establece como enfoque de 

política educativa la igualdad de oportunidades.  

Esas diferenciaciones entre las leyes educativas latinoamericanas no deben 

asumirse simplemente como un ejercicio de comparar si unas son mejores que 

otras, sino teóricamente el horizonte que cada sociedad ha acordado avanzar hacia 

su política educativa e incluso en su proyecto político de nación. Es decir, los 
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planteamientos de las leyes educativas reflejan la relación Estado-sociedad-

educación en cada país latinoamericano y, en todo caso, la importancia o jerarquía 

que le otorgan a la educación, al menos a nivel legislativo.  

No obstante las disparidades, hay convergencias en algunos aspectos en las leyes 

educativas latinoamericanas. Así, de las 9 categorías analíticas, en primer lugar las 

de mayor regulación o atención son: educación especial y/o inclusiva (personas con 

discapacidad); y calidad educativa y procesos de evaluación. La categoría 

prominente es educación especial y/o inclusiva (algunas las denominan 

indistintamente con uno u otro concepto) al estar normada en 17 leyes, aunque la 

de Uruguay no la denomina y la de Venezuela la regula en una ley especial, siendo 

la de Cuba la única que no la regula. En la categoría de calidad, 16 lo hacen de 

manera explícita, mientras la de Venezuela únicamente postula el derecho a la 

educación calidad y las de Costa Rica y Cuba son las excepciones. En la categoría 

de procesos de evaluación, 14 la regulan, en tanto 3 (Bolivia, México y Venezuela) 

señalan una ley específica en la materia, siendo las excepciones Costa Rica y Cuba. 

En la categoría de financiamiento, las excepciones son Costa Rica, Cuba y 

Guatemala; aunque El Salvador y Venezuela tienen un bajo perfil a nivel de 

pronunciamiento.  

De igual modo, en segundo lugar la educación de jóvenes y adultos tiene una 

importancia destacable al estar regulada en 16 leyes, aunque Costa Rica y 

Honduras con una débil dimensión y las excepciones son Cuba, Paraguay y 

Venezuela. Asimismo, la educación a pueblos indígenas y comunidades es 

normada en 15 leyes, aunque Uruguay con una alusión débil, mientras en el extremo 

Costa Rica, Cuba, El Salvador y República Dominicana no la regulan.  

En contraste, la educación rural y campesina y la equidad de género son los 

aspectos más deficitarios, al estar regulada la primera categoría en 8 leyes  

(Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela) y la 

segunda categoría en 10 leyes (Argentina, Bolivia, Ecuador y México con una 

dimensión amplia; pero las de Nicaragua, Paraguay, Perú, República Dominicana, 

Uruguay y Venezuela tienen una muy baja dimensión). En especial, sorprende que 
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la equidad de género tenga esa débil atención legislativa no sólo por ser uno de los 

temas más plausible de la agenda global educativa, sino también por haber sido 

uno de los disparadores pro equidad en América Latina, como se abordó en el 

capítulo Equidad y Calidad Educativa.  

Con todo, resulta importante que como enfoque de política educativa 14 leyes 

establecen la equidad educativa y social e igualdad de oportunidades; otras 2 tienen 

una escasa dimensión (El Salvador y Panamá) y son omisas tres (Costa Rica, 

Colombia y Guatemala), pues no codifican el enfoque de su política educativa ni 

desde la perspectiva de equidad ni de igualdad de oportunidades. Con excepción 

de las últimas cinco leyes citadas anteriormente, un grupo importante (11) 

conceptualiza de manera amplia y compleja la equidad educativa constituyendo un 

indicio de avance en el polémico debate conceptual de equidad educativa.  

En consecuencia, aunque con las disparidades y peculiaridades mencionadas e 

incluso en cada ley hay puntos discutibles o aspectos que corregir, es innegable 

que la mayoría de los países latinoamericanos ha logrado avances importantes en 

el ámbito legislativo en el derecho a la y en la educación, lo que fortalece la 

concepción de la educación como un derecho fundamental, humano o social de 

todas las personas. De igual forma, la incorporación de las obligaciones estatales 

de cumplir –en sus dos dimensiones: facilitar y proveer– y los principales índices del 

esquema de las 4As en un grupo importante de leyes educativas latinoamericanas, 

revela una plausible y creciente concepción de los gobiernos de la región en torno 

a la educación como un derecho en términos de equidad social educativa en 

relación con los grupos más desfavorecidos.  

No obstante ese avance legislativo, América Latina continúa siendo la región más 

desigual del mundo, sin ser la excepción el derecho a la educación. Es decir, la 

realidad educativa en la región muestra que hoy en día, el asunto de la equidad y la 

calidad educativa permanecen como asignaturas pendientes en los países 

latinoamericanos, toda vez que no solo persiste la estela de los saldos rojos de las 

reformas estructurales de los 80s, sino además se han exacerbado por las crisis 

recurrentes a nivel mundial y la globalización, siendo uno de sus efectos más 
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negativos la exclusión de los colectivos vulnerables en todos los órdenes de la vida 

socioeconómica, cultural y política en la región.  

 
Así, el análisis empírico comparado realizado en el capítulo Fortaleza y Debilidades 

del Impero de la ley y el Reino de los PTC-e  muestra con suficiente contundencia 

que los adelantos legislativos y de política social educativa corren en carriles 

opuestos o sin paralelo para hacer viable y efectivo el derecho a la y en la educación 

a un importante segmento de los colectivos más vulnerables o corregir las 

desigualdades educativas prevalecientes en América Latina.   
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